[image: image1.jpg]




[image: image2.jpg]



RECURSO DE APELACIÓN 24/2019/SS
JUICIO CONTENCIOSO 1917/2017/2





RECURSO DE APELACIÓN 24/2019/SS
PROCEDIMIENTO DE NULIDAD  1917/2017/2
ACTOR Y RECURRENTE: 

**********



DEMANDADO  Y RECURRENTE

CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.




MAGISTRADO 





JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ
SECRETARIO
JUAN CARLOS FERNÁNDEZ CANALES.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, Acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria de cinco de agosto dos mil diecinueve.
V I S T O S para resolver los autos del Toca número 24/2019/SS formado con motivo de la interposición de los recursos de apelación presentados el veintinueve de abril de dos mil diecinueve por **********, actora y el Lic. José de Jesús Moreno Romo Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado por sí y en representación del Contralor General del Estado y de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la misma dependencia (quienes ya tienen reconocida la personalidad en el juicio de origen), en contra de la sentencia de fecha veinticinco de marzo de dos mil diecinueve pronunciada por la Segunda Sala Unitaria al resolver el juicio de nulidad número 1917/2017/2.




R E S U L T A  N D O
I.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal, el siete y veintiocho de noviembre de dos mil diecisiete la parte actora promovió juicio contencioso administrativo en contra de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, Directora de Responsabilidades es Inconformidades y la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública todas dependientes de la Contraloría General del Estado, así como al Contralor Interno en el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia para el Estado de San Luis Potosí, por la nulidad de La resolución de fecha once de Octubre de dos mil diecisiete, que resuelve el procedimiento administrativo de responsabilidades identificado con el número ********** seguido en su contra, en su carácter de ex integrante del Comité de Adquisiciones, Arrendamientos, Servicios y Obra Pública, del Sistema Integral de la Familia para el Estado de San Luis Potosí, en el que se le impusieron sanciones administrativas consistentes en multa por la cantidad de $********** e inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones del servicio público durante diez años; teniendo conocimiento el trece de octubre de dos mil diecisiete.
II.- Mediante acuerdos de fecha nueve y treinta de noviembre de dos mil diecisiete la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal admitió a trámite la demanda de referencia y la ampliación de conceptos de impugnación respectivamente, ordenando emplazar a la autoridad demanda para que produjera su contestación, carga procesal cumplida en tiempo y forma (fojas 107 a 127 y 146 a 183 del expediente de nulidad) refiriéndose a los hechos, conceptos de derecho y al capítulo de ofrecimiento de pruebas, con excepción de la Directora de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, al cambiar la denominación a Dirección de Responsabilidades y Ética Pública.
III.- Seguido el juicio en todas sus fases, el dieciséis de octubre de dos mil dieciocho se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos 246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la asistencia de la parte actora, diversos apoderados de las autoridades demandada pertenecientes a la Contraloría General del Estado, sin que acudiera nadie de la demandada Contraloría Interna en el Sistema Integral de la Familia  se desahogaron las pruebas admitidas a las partes, citándose para resolver, por lo que el veinticinco de marzo del dos mil diecinueve se dictó la sentencia respectiva, con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.”
“SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la resolución dictada por la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado en el ********** en la que resuelve la situación jurídica de la Actora C. **********, de fecha 11 de octubre de 2017 dos mil diecisiete; por lo que se decreta su NULIDAD, y se le deja sin efecto legal alguno; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos, y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de ésta Sentencia.”
IV.- La sentencia descrita en el punto que antecede, se notificó a las partes, los días dos y tres de abril del presente año, según consta en los autos del expediente del juicio contencioso administrativo.
V.- El tres de mayo de dos mil diecinueve, se recibieron los recursos de apelación interpuestos por la parte actora y por las autoridades demandadas dependientes de la Contraloría General del Estado en esta Sala Superior Unitaria, de conformidad con lo previsto por el artículo 152 en su penúltimo párrafo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.
VI.- Por acuerdo de veintidós de enero de dos mil diecinueve, se radicó la apelación con el número 24/2019/SS y se admitieron a trámite, respecto de los argumentos de procedencia de los recursos y el fondo de la Litis se reservó para el momento procesal oportuno; con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a la parte actora y a las demandadas en los términos del artículo 154 del Código Procesal de la materia.
VII. Por proveído de veintidós de mayo de dos mil diecinueve, se dio cuenta con los escritos de la parte actora y de las autoridades demandadas dependientes de la Contraloría General del Estado, en la que evacuaron la vista de los recursos de apelación y sin más pendientes el recurso quedó en estado de resolver:




C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- Competencia; a la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción XVIII, 9 fracción II, 23 fracciones VI y V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido;  Es cierto y se acredita con el informe rendido por el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo número 1917/2017/2, en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.
TERCERO.- Legitimación; El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata del Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado por sí y en representación del Contralor General del Estado y de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la misma dependencia (quienes ya tienen reconocida la personalidad en el juicio de origen), parte demandada y por la actora en el procedimiento de nulidad mencionado en el considerando segundo cuya resolución es el acto impugnado, en los términos del artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- Oportunidad; Los recursos de apelación fueron presentados dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia fue notificada a las partes el dos de abril de dos mil diecinueve, por lo que surtió efectos al día siguiente hábil y empezó a correr el término el día cuatro del mismo mes y año, según se advierte a fojas 349 a la 350 del juicio contencioso administrativo, por lo que en los términos del artículo 40 de la misma Ley Adjetiva supra citada el plazo para la interposición del recurso transcurrió del cuatro al veintinueve de abril  del dos mil diecinueve, al descontar para tal efecto los días seis, siete, trece, catorce, veinte, veintiuno, veintisiete y veintiocho de abril del año en curso, por ser inhábiles ya que fueron sábados y domingos; así como diecisiete, dieciocho y diecinueve de abril del presente año, por ser declarados inhábiles por acuerdo de Pleno de este Tribunal, de tal manera que, tomando en cuenta que los escritos fueron presentados los días veintinueve de abril del año dos mil diecinueve, es evidente que se efectuaron con la oportunidad debida.

QUINTO.- Procedencia de los recursos apelación; es cuestión de orden público y de estudio preferente, analizar la procedencia del recurso de apelación respecto de los supuestos que proponen los recurrentes, a la luz del artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Ahora bien, de conformidad con el artículo 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en lo que interesa, dispone que la Sala Superior debe resolver en el plazo de tres días hábiles si admite el recurso de apelación o lo desecha, por encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia y dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.

En el presente asunto mediante acuerdo de fecha siete de mayo del presente año, se estableció la admisión a trámite de los recursos de apelación, pero se reservó el estudio de los argumentos de las partes respecto de la procedencia de los recursos de apelación, para el momento procesal oportuno, por lo que se estudiarán dichos argumentos a continuación:   
a ) Así se tiene que la diversa autoridad demandada Dirección General de Legalidad e Integridad Pública, por sí y en representación del Contralor General del Estado y del Director de Responsabilidades y Ética Pública, todas de la Contraloría General del Estado, como fundamento de procedencia señaló dos causales del artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la que refiere la fracción I que especifica “sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia” y la contenida en el penúltimo párrafo, esta última en relación con el artículo 217 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, bajo los argumentos siguientes:

En el primer supuesto afirma que como el juicio contencioso 1917/2017/2 del que deriva la sentencia que se recurre, se dirimió la ilegalidad o no de la resolución de once de octubre de dos mil diecisiete emitida por autoridades de la Contraloría General del Estado, dentro del procedimiento de responsabilidad administrativo de **********, en la que se impuso al actor las sanciones administrativas  consistentes en inhabilitación para ocupar empleo, cargo o comisión  por el periodo de diez años y multa por la cantidad de ********** por esta última sanción se actualiza el contenido de la fracción I del artículo 152 del Código Procesal citado ya que la sanción excede las mil quinientas veces el valor diario de las UMA, lo que haría procedente el recurso de apelación según la materia de que se trate.
En el segundo supuesto señala que como el juicio de nulidad se substanció y resolvió conforme al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que entró en vigencia el diecinueve de julio de dos mil diecisiete que abrogó la anterior Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí; que por lo tanto los juicios de nulidad que se inicien con posterioridad a esa fecha, se tienen que sustanciar con el Código en mención y si éste remite a la nueva Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, tratándose del recurso de apelación en contra de sentencias definitivas que resuelvan sobre materia de responsabilidades administrativas, es inconcuso que dicho ordenamiento resulta aplicable exclusivamente para la substanciación del presente recurso, por lo que resulta innegable que es procedente el recurso de apelación, aunque se haya sustanciado el procedimiento Administrativo de Responsabilidad con la anterior Ley de Responsabilidades de los Servidores Púbicos del Estado de San Luis Potosí, actualmente abrogada, pero vigente para los procedimientos abiertos con dicha norma. 

Sigue argumentando que la demanda de apelación fue presentada por el actor el día siete de noviembre de dos mil diecisiete, cuatro meses después de la entrada en vigor del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y que si se toma en cuenta que los artículos quinto transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y el Transitorio segundo Código Procesal Administrativo del Estado, determinan que a la entrada en vigor del Código procesal multicitado quedo derogada la Ley de Justicia Administrativa del Estado.

Además señala la demandada que el procedimiento de responsabilidades administrativas y el juicio de nulidad son procedimientos distintos y que el juicio de nulidad no es una continuación del procedimiento administrativo de responsabilidades de origen, sino que es un medio para impugnar las resoluciones que ahí se emitan, con un procedimiento completamente nuevo y distinto que se denomina “juicio de nulidad”, sin que obste que el procedimiento de origen se haya regido por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí abrogada.
Continúa argumentando la autoridad apelante que no se aprecia de la resolución recurrida que la Segunda Sala Unitaria haya apercibido para el cumplimiento de la resolución de conformidad con los artículos 255 y 256, que establecen que cuando las sentencias causen ejecutoria se requerirá el cumplimiento, lo cual hace presumir que existe un recurso pendiente, en este caso el de apelación.  

Para sostener sus argumentos la recurrente cita dos sentencias dictadas por el  Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil y Administrativa del Noveno Circuito, en el juicio de Amparo Directo 673/2018 y el Recurso de Reclamación 26/2018, los cuales señala se encuentran  visibles en la página del Consejo de la Judicatura Federal en las que se determinó el sobreseimiento de los juicios de amparo, por que no se agotó el principio de definitividad, mencionando que en ambos casos los juicios de nulidad que se impugnaron derivaban de procedimientos de responsabilidad que se iniciaron y resolvieron en base a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios de San Luis Potosí, sin que el Tribunal de amparo lo hubiera tomado en cuenta.  
Así mismo refiere la apelante que en el recurso de reclamación citado, el Tribunal Federal resolvió que de conformidad con el artículo 152 fracción IV (que a criterio de esta Sala no es un párrafo que corresponda a la fracción IV, sino uno que configura el articulo 152 en su conjunto; esto es, que es un penúltimo párrafo de dicho numeral) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que las sentencias definitivas serían apelables siempre que se refiera entre otros supuestos a resoluciones en materia de responsabilidades administrativas y que el numeral 217 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de San Luis Potosí, prevé que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes mediante el recurso de apelación, con excepción del juicio sumario.

Sigue argumentando que dicho órgano concluyó que en contra de la resolución que constituía el acto reclamado procedía el recurso de apelación ante la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, atento a lo establecido en el artículo 152 párrafo penúltimo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 217 de la Ley de Responsabilidades Administrativas local, porque no se apreció que el juicio contencioso se hubiera tramitado en la vía sumaria que es el único supuesto de excepción para la procedencia en materia de responsabilidades administrativas, que contempla el Código en comento.
Además manifiesta dicha autoridad apelante que en la resolución del recurso el Tribunal federal no identificó que hubiera duda respecto de la procedencia del recurso de apelación, en esos supuestos; por lo que a su criterio lo determinado por el  órgano impartidor de justicia federal es aplicable en la especie, porque la resolución de once de octubre de dos mil diecisiete, emitida dentro del procedimiento responsabilidad administrativa ********** que es materia del juicio de nulidad 1917/2017, se resolvió un asunto de materia de responsabilidades  administrativas, lo que quiere decir que se está en presencia de un juicio contencioso administrativo sobre responsabilidades administrativas. De acuerdo a todos estos razonamientos considera que es procedente el recurso de apelación que promovió.
b) Por su parte la actora del juicio de nulidad para justificar la procedencia del recurso, señala que como el asunto es superior a 1500 veces la unidad de medida y actualización de dos mil diecinueve, de acuerdo con la multa que le fue impuesta, así también se funda en el artículo 217 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis potosí.
c) Tales señalamientos no son de notoria apreciación o manifiestos o indudables, por lo inicialmente se admitió a trámite la presente apelación a fin de que la actual oportunidad procesal, se entre al estudio exhaustivo de las causales de procedencia propuestas por las partes, para determinar si son aplicables, ya que el derecho administrativo es de estricta aplicación; además de conformidad con el último párrafo del artículo 156 del Código multicitado por lo que hace a la autoridades no cabe actualizar alguna suplencia de la deficiencia y en cuanto al particular, solo se podrá suplir la deficiencia de los agravios cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados y sin que esté permitido suplir argumentos para sostener la procedencia del recurso.

No obsta a la anterior conclusión, el hecho de que por acuerdo de siete de mayo de dos mil diecinueve se haya admitido a trámite el presente recurso de apelación, porque como ya se dijo, se reservó el estudio de los argumentos de las partes respecto de la procedencia de los recursos de apelación para el momento procesal oportuno, ya que las cuestiones aquí consideradas no pueden llevar a una conclusión inmediata para desechar un recurso, pues su improcedencia no aparecía de manera notoria o de forma manifiesta o indudable, sino posterior a un análisis integral de las diferentes normas aplicables a las hipótesis planteadas en el caso concreto; además de que resulta aplicable por analogía la jurisprudencia 2a./J. 222/2007, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con número de registro 170598, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su gaceta en el mes de diciembre de dos mil siete, en la página 216 determina lo siguiente:
“REVISIÓN EN AMPARO. LA ADMISIÓN DEL RECURSO NO CAUSA ESTADO. La admisión del recurso de revisión por parte del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del de una de sus Salas es una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso al órgano colegiado el estudio definitivo sobre su procedencia; por tanto, si con posterioridad advierte que el recurso interpuesto es improcedente, debe desecharlo.”.
Entonces, para llegar a una determinación al respecto, es importante revisar los antecedentes del procedimiento de responsabilidad administrativa del cual emanó la resolución de fecha once de octubre de dos mil diecisiete, en la que se impusieron sanciones administrativas a la actora del juicio contencioso administrativo, así se tiene que:
El once de octubre de dos mil dieciséis se inició el procedimiento de responsabilidad administrativa **********, en contra de los integrantes del Comité de Adquisiciones, Arrendamientos, Servicios y Obra Pública del Sistema Integral de la Familia para el Estado de San Luis Potosí, entre los que se encuentra la actora del juicio de nulidad 1917/2017/2, por presumirse diversas responsabilidades en el desarrollo y adjudicación de la Licitación Pública Nacional **********El día quince de noviembre de dos mil dieciséis se celebró la audiencia a que se refiere el artículo 82 de la anterior Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de San Luis Potosí, en la que la ex servidora público, ahora actora, contestó la imputación, ofreció pruebas y formuló los alegatos por medio de su abogado; en dicha audiencia se citó para resolver el procedimiento de responsabilidad administrativa en razón de no existir diligencias pendientes por desahogar; emitiéndose la resolución administrativa el once de octubre de dos mil diecisiete, misma que fue impugnada ante este Tribunal el siete de noviembre de dicho año.
Ahora bien, resulta necesario analizar diversos artículos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios de San Luis Potosí (vigencia hasta el 18 de julio de 2017), Luis Potosí, la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí (vigencia hasta el 18 de julio de 2017), la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa (vigente a partir de 19 de julio 2017), el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí (vigente a partir de 19 de julio 2017) y Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí. (Vigente a partir de 19 de julio de 2017), para determinar si en el caso el recurso de apelación es procedente o no, de acuerdo a las causales planteadas por las recurrentes y a la luz del principio constitucional no de irretroactividad de la ley, por lo que son aqui reproducidos:
Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios de San Luis Potosí. (Vigencia hasta el 18 de julio de 2017)

ARTICULO 87. Las resoluciones en las que se impongan sanciones administrativas, podrán ser impugnadas por el servidor público ante la propia autoridad que las dicte mediante el recurso de revocación,….. ARTICULO 90. El servidor público afectado por las resoluciones administrativas que se dicten conforme a este Título, podrá optar por interponer el recurso de revocación, o impugnarlas directamente ante el Tribunal Estatal de lo Contencioso Administrativo; con excepción de las que dicten las autoridades a que se refieren las fracciones I, III, IV, VI, IX, X y XI del artículo 3º de esta Ley, pues en estos casos sólo se contará con el recurso administrativo. 

Con las excepciones que se consignan en el párrafo anterior, la resolución que se dicte en el recurso de revocación, en su caso, será impugnable ante el Tribunal Estatal de lo Contencioso Administrativo.

Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí (vigencia hasta el 18 de julio de 2017)
ARTICULO 98. Las sentencias definitivas dictadas por el tribunal sólo admitirán la aclaración de sentencia, y se promoverá por una sola vez ante quien hubiese dictado la resolución, dentro de los dos días siguientes al en que surta efectos la notificación de la resolución, señalando con toda precisión la contradicción, ambigüedad u obscuridad cuya aclaración se solicite. 

El tribunal resolverá dentro de los tres días siguientes lo que estime procedente, sin que pueda variar la substancia de la resolución; la aclaración se considerará parte integrante de ésta y no admitirá ningún recurso.
Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa (vigente a partir de 19 de julio 2017)
ARTÍCULO 9º. El Tribunal se integra por los órganos siguientes: I. El Pleno; II. La Sala Superior Unitaria; III. Las Salas Unitarias, que serán cuando menos tres, y IV. En su caso, Salas Especializadas y Salas Auxiliares.
ARTÍCULO 23. Son facultades de la Sala Superior Unitaria las siguientes: I; II, III, IV… V. Resolver el recurso de apelación que interpongan las partes en contra de las resoluciones dictadas por las Salas Unitarias, Auxiliares, o en su caso, Especializadas en Materia de Responsabilidades Administrativas, así como las que se presenten en contra de resoluciones en materia contenciosa administrativa, de conformidad con lo dispuesto en el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, y

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el 19 de julio de 2017, previa su publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, con excepción de los artículos transitorios, Tercero, y Cuarto de este Decreto, cuya vigencia iniciará al día siguiente de la publicación antes señalada; y sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes.
SEGUNDO. A partir de la entrada en vigor de este Decreto, se abroga la Ley de Justicia Administrativa del Estado, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 30 de abril de 1997.
QUINTO. Los juicios iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y aquellos que se verifiquen antes de la entrada en vigor de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, y el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio.
DÉCIMO SEGUNDO. A partir de la entrada en vigor de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, el Tribunal contará con la Sala Superior Unitaria y cuando menos tres Salas Unitarias.
Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí (vigente a partir de 19 de julio 2017)
ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 
I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 
II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 
IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley 

Transitorios 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete, previa su publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” 
SEGUNDO. Se abroga la Ley de Justicia Administrativa publicada en el Periódico Oficial del Estado el treinta de abril de mil novecientos noventa y siete. Los procedimientos iniciados durante su vigencia continuarán substanciándose y se resolverán bajo las disposiciones de la misma hasta su conclusión definitiva.

Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí. (Vigente a partir de 19 de julio de 2017)
“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario….”

Transitorios 
“PRIMERO. La Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí entrará en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete, previa su publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”.”
“SEGUNDO. A la entrada en vigor de Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, se abroga la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el catorce de agosto del año dos mil tres, la cual sólo continuará aplicándose para concluir de manera definitiva, los procedimientos que se hayan iniciado durante su vigencia.”
“CUARTO. Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y municipales con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio.”
Como se puede observar de los artículos transcritos, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios de San Luis Potosí, que estuvo en vigencia hasta el dieciocho de julio de dos mil diecisiete, solamente contemplaba que las resoluciones que imponían sanciones podían ser impugnadas mediante el recurso de revocación (en sede administrativa) o por el juicio de nulidad (contencioso administrativo) ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Estado de San Luis Potosí. Del texto de dichos ordenamientos no se desprende la posibilidad de que contra la sentencia que se dictara en el juicio contencioso administrativo, las partes tuvieran como medio de defensa la interposición del recurso de apelación.
Por su parte, la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí que estuvo en vigencia hasta el dieciocho de julio de dos mil diecisiete, regulaba la organización del Tribunal Contencioso Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con una Sala Colegiada y no consideraba instancia superior, así mismo establecía el procedimiento contencioso administrativo pero no contemplaba como medio de defensa el recurso de apelación, por lo que las partes solamente podían impugnar la resolución o inconformarse mediante el juicio de amparo, al que solo tiene derecho los particulares y no las autoridades.

A partir del diecinueve de julio del año dos mil diecisiete entró en vigor la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, que regula una nueva organización y funcionamiento del Tribunal, instancia que conoce del juicio contencioso administrativo, además de que otorga nueva competencia para sancionar a los servidores públicos y a los particulares coludidos que incurran en faltas administrativas graves; con ello dejó de existir en la vida jurídica aquel Tribunal Contencioso Administrativo del Estado de San Luis Potosí que se componía de tres ponencias y resolvía de manera colegiada los asuntos de su competencia y el nuevo órgano se compone ahora por Salas Unitarias y con una Sala Superior encargada de sustanciar los recursos de apelación; y si bien el Pleno del Tribunal es el órgano de mayor decisión, sus tareas se enderezan ordinariamente a cuestiones de la administración de los recursos materiales, humanos y financieros y por excepción atiende asuntos jurisdiccionales. En esa tesitura, el transitorio quinto específica que los juicios iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la nueva Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, “continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio”; es decir, sin duda, conforme a las reglas que estableció la anterior ley de la materia. 
En la misma fecha que la nueva Ley Orgánica entraron en vigor el Código Procesal Administrativo y la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí; así pues que ahora al procedimiento contencioso administrativo que se instruye en el actual Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, tiene en su artículo 152 los supuestos de procedencia del recurso de apelación cuatro fracciones y un párrafo penúltimo, las dos primeras fracciones son causales de procedencia genéricas la fracción I tiene como requisito que el asunto sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia, y la fracción II, el asunto reviste importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, pero contiene el requisito que el recurrente debe razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; a simple vista pareciera factible asumir que en estos dos supuestos de procedencia caben todas las sentencias dictadas por las Salas Unitarias; sin embargo, los restantes supuestos de procedencia contienen causales para materias específicas, que inevitablemente quedan fuera de las dos primeras fracciones, en el caso en estudio está contemplada en el penúltimo párrafo del artículo en estudio (que la autoridad apelante lo denomina como fracción IV segundo párrafo) que señala: “tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley”, debe concluirse entonces que esta hipótesis del Código Procesal citada no indica la procedencia del recurso de apelación, sino que deja en la propia ley de la materia tal determinación, dejando fuera la posibilidad de que los supuestos de procedencia de las fracciones  I “por cuantía” y II “por importancia y trascendencia” de dicho dispositivo, se actualicen en materia de responsabilidades administrativas.  
Por lo que hace a la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, en su artículo 217 instituye que las resoluciones definitivas formuladas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa en el procedimiento contencioso o en materia de responsabilidades, ambos supuestos en asuntos que se hayan iniciado y resuelto al amparo de esa nueva ley, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes mediante el recurso de apelación; esto quiere decir que en los casos de sanciones que impongan los órganos de control interno por faltas administrativas no graves y que sean demandadas en el juicio contencioso, la sentencia que exprese la Sala Unitaria será apelable sin duda alguna y las sanciones que impongan éstas por faltas graves, también serán recurribles en apelación, sin que exista restricción para ello; esto es, en los dos casos, su procedencia no exige ningún otro requisito procesal condicionante. 

Por otra parte el artículo transitorio SEGUNDO de dicha nueva Ley de Responsabilidades abrogó la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí y establece que “sólo continuará aplicándose para concluir de manera definitiva, los procedimientos que se hayan iniciado durante su vigencia”; así también el transitorio CUARTO ordena que “los procedimientos iniciados por las autoridades estatales y municipales serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes al inicio”, en ese sentido es prudente destacar que un procedimiento de responsabilidad administrativa no concluye sino hasta que ya no haya algún medio de impugnación pendiente de resolverse y quede firme la sanción que hubieran emitido por los órganos de control interno conforme con dicha norma legal; ahora bien, en el caso en estudio se instruyó el procedimiento de responsabilidad administrativa y se impuso la sanción conforme a aquella Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos (derogada); 
Así las cosas, si  como ya se dijo, ni la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de San Luis Potosí ni la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, vigentes cuando se inició el procedimiento de responsabilidad administrativa **********, tenían como medio de defensa el recurso de apelación, entonces queda clara la improcedencia de la misma.

Es de destacar que la autoridad apelante argumenta que los procedimientos de responsabilidad administrativa instruidos por las autoridades sancionadoras son distintos a los juicios de nulidad que se instrumentan en el Tribunal; esto no modifica todo lo anteriormente razonado, porque como ya se advirtió en el cuerpo de esta resolución, el articulo 152, en su penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo de San Luis Potosí, establece que en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley, que es la anterior ley de la materia.
Como se expuso antes, la autoridad  señala que la Sala emisora en la sentencia apelada no apercibió para el cumplimiento de la misma porque no había causado ejecutoria, y asume que eso fue porque sabía que estaba pendiente un recurso de apelación, es cierto que no se requirió el cumplimiento, sin eso signifique que sea procedente el recurso para el presente caso, pues de acuerdo al artículo 155  las sentencias causarán ejecutoria cuando las partes no interpongan el recurso de apelación o el juicio de amparo en su caso, siendo conocido que si el recurso de apelación no es procedente para el actor este tiene como instancia de Justicia ulterior el juicio de amparo. 
Ahora bien, la anterior consideración no tiene óbice en el hecho o circunstancia de que el juicio de origen 1917/2017/2 se haya tramitado conforme al Código Procesal Administrativo, pues ello interesa únicamente a la forma procedimental de instruir la instancia derivado de lo señalado acerca de que la anterior Ley de Justicia Administrativa establecía la sentencia y su ejecución fueran colegiadas y la Ley Orgánica del Tribunal actual, de vigencia simultánea al Código citado, lo reconformó orgánicamente creando las Salas Unitarias, que no podrían tramitar y resolver colegiadamente como ordenaba la anterior Ley de Justicia Administrativa. Sin embargo, todo ello no afecta ni altera las normas propias de la materia que se aplicaron al resolver la sentencia recurrida, que son las que estaban vigentes al inicio del procedimiento administrativo de responsabilidades de los servidores públicos y no por ello puede aducirse que se esté adicionando o creando otra causal de procedencia del recurso de apelación. Sirve de apoyo de manera orientadora la tesis aislada I.4o.A.164 A (10a.), emitida por Tribunales Colegiados de Circuito, publicada el viernes siete de junio del año dos mil diecinueve, en el Semanario Judicial de la Federación, bajo el registro 2020030, que a continuación se cita:
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. A LOS PROCEDIMIENTOS CORRESPONDIENTES A CONDUCTAS REPROCHADAS COMETIDAS BAJO LA VIGENCIA DE LA ABROGADA LEY FEDERAL RELATIVA, LES SON APLICABLES LAS REGLAS DE ÉSTA Y NO LAS DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS.--Si la conducta reprochada en un procedimiento administrativo disciplinario se cometió cuando regía la abrogada Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos –LFRASP–, pero éste se sustancia conforme a la vigente Ley General de Responsabilidades Administrativas –LGRA–, surge la interrogante consistente en ¿quién es competente para tramitar esos procedimientos y cuál es el régimen para aplicar las sanciones? En principio, parece no existir duda de que, por la fecha de comisión de las conductas sancionadas, debe aplicarse la LFRASP en lo sustantivo; sin embargo, la adjudicación de consecuencias previstas en leyes sustantivas se obtiene a partir de aplicar reglas de procedimiento y de resolución creadas para aquéllas. Lo anterior, porque los procedimientos son cauces, métodos o secuelas para determinar aspectos sustantivos como: derechos, obligaciones, responsabilidades, sanciones, etcétera, por lo que intentar aplicar normas sustantivas pertenecientes a un ordenamiento y sistema, a partir de reglas procedimentales que atienden a otra ley y sistema regulatorio, es conjuntar disposiciones que tienen fines, objetivos y racionalidades distintas. Así, en muchos casos, esto no permite disociar unas disposiciones de otras, pues lo adjetivo o procedimental se entremezcla con lo sustantivo para precisar efectos y resultados, considerando como un todo la secuela y concatenación de elementos o fases de una cadena que: i) parte de una falta, lo que determina ii) desplegar un procedimiento ad hoc y particular para concluir, en su caso, iii) con la imposición de una sanción, resultante y producto de esos antecedentes o presupuestos. En este contexto, para no defraudar tanto derechos como propósitos regulatorios, lo pertinente es extender la pervivencia de la LFRASP, tanto en lo sustantivo como en lo adjetivo, para sancionar conductas consumadas durante su vigencia, por lo que la LGRA no puede servir de sustento, incluso procedimental, para sancionar conductas realizadas bajo la vigencia de la LFRASP, pues ello atiende a que, en cuanto a la interpretación de normas adjetivas o procedimentales, debe existir razonabilidad, pues los nuevos procedimientos y competencia de las autoridades que actúan conforme a la LGRA, guardan conexión y tienen sentido con el tipo de falta cometida, pero ésta debe estar prevista en el ordenamiento respectivo, en el entendido de que esta última legislación distingue expresamente entre faltas graves y no graves, incluso entre las cometidas por particulares en connivencia con servidores públicos, pero a partir de razones, causas, propósitos y consecuencias distintas de lo previsto en la que le antecedió, lo que no es compatible con la LFRASP. Ello se considera así, pues la LGRA prevé reglas específicas o diferenciadas en cuanto a etapas procesales, caducidad, procedencia y valoración de pruebas, autoridades involucradas –investigadora, sustanciadora y resolutora–, así como tipos de faltas, sanciones y autoridades vinculadas en la aplicación de la ley. En estas condiciones, no puede hacerse una separación tajante entre normas sustantivas y adjetivas, sin ver el contexto sistemático, estructural y funcional del paquete normativo que contempla la ley vigente, distinto al de la abrogada, pues aquélla establece nuevas competencias y procedimientos atendiendo a un esquema de tipificación y sanción, problemas sociales y jurídicos que dan importancia especial al combate a la corrupción, lo cual es incompatible con el esquema procedimental y sustantivo de la LFRASP. Por tanto, si la conducta se actualizó bajo la vigencia de la LFRASP, debe aplicarse también ésta en lo relativo al procedimiento y criterios de sanción correspondientes, y no la LGRA, que contiene una categorización incompatible para el viejo modelo, a saber, distinción en la aplicación y tratamiento de faltas graves y no graves bajo referentes y para propósitos diferenciados, tomando en consideración que estos criterios interpretativos y de operatividad de regulaciones se inscriben en las amplias facultades decisorias y de solución de conflictos que se deducen del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ante lagunas del orden jurídico aplicable, pero que determinan la intervención de tribunales para la solución razonable y justa de controversias en temas de fondo.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 81/2019. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función Pública, encargado de la defensa jurídica del titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de Control en la Secretaría de Cultura. 2 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza.

Esta tesis se publicó el viernes 07 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
No pasa desapercibido para esta Sala Superior que la autoridad demandada, para sostener su apelación cita dos resoluciones dictadas por el  Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil y Administrativa del Noveno Circuito, en el juicio de Amparo Directo 673/2018 y el Recurso de Reclamación 26/2018, los cuales señala se encuentran  visibles en la página del Consejo de la Judicatura Federal en las que se determinó el sobreseimiento de los juicios de amparo, porque no se agotó el principio de definitividad, mencionando que en ambos casos los juicios de nulidad que se impugnaron derivaban de procedimientos de responsabilidad que se iniciaron y resolvieron en base a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios de San Luis Potosí, sin que el Tribunal de amparo lo hubiera tomado en cuenta.
Con independencia de que la sentencia y resolución a que alude la autoridad recurrente no son de observancia obligatoria para esta Sala Superior debido al principio de relatividad de las sentencias de amparo, de tal forma que lo ahí resuelto puede ser un criterio orientador, pero no vinculatorio en este expediente.

Sin embargo se analiza el argumento, considerando que conforme a ese criterio, se estudiaron las resoluciones y una vez analizadas se advirtió que no entraron al estudio de los artículos transitorios, que el procedimiento de responsabilidad administrativa se inició y resolvió con la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios de San Luis Potosí; por lo tanto, pasó inadvertido en tales criterios judiciales que dicha norma no contempla el recurso de apelación para las partes; en conclusión, no se hizo un estudio integral de las diferentes normas aplicables a las hipótesis planteadas en el caso concreto como aquí se realizó. 
En las relatadas circunstancias, al no actualizarse los supuestos de procedencia de los recursos intentados por la autoridad demandada y por la parte actora, esta Sala Superior Unitaria estima que debe resolverse que los recursos de apelación son improcedentes y en consecuencia, no es dable ya estudiar el fondo del asunto sentenciado en fecha veinticinco de marzo de dos mil diecinueve dictada por la Segunda Sala Unitaria dentro del juicio contencioso administrativo 1917/2017/2.
Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152 y 154, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aplicado a contrario sensu se resuelve: 
PRIMERO.- son improcedentes los recursos de apelación planteados por las partes.
SEGUNDO.- Al no estudiarse el fondo del asunto, queda intocada la sentencia pronunciada en el juicio contencioso número 1917/2017/2, por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
TERCERO.- Notifíquese con testimonio de esta resolución; remítanse los autos a la Sala de origen; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.
CUARTO.- Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la Licenciada Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Juan Ramiro Robledo Ruiz, quien actúa con la Secretaria de Acuerdos Laura del Castillo Martínez que autoriza y da fe.
LA SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ C E R T I F I C A: QUE LAS PRESENTES COPIAS CONSTAN DE VEINTIÚN PÁGINAS Y CONCUERDAN FIELMENTE EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES CON LA SENTENCIA EMITIDA AL RESOLVER EL TOCA DE APELACIÓN 24/2019/SS, EL CINCO DE AGOSTO DE DOS MIL DIECINUEVE, LAS CUALES SE CERTIFICAN CON APOYO EN LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 51 FRACCIÓN IX DE LA LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, PARA LOS USOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA CIUDAD DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P. A LOS SIETE DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL DOS MIL DIECINUEVE.- DOY FE. 
LICENCIADA LAURA DEL CASTILLO MARTÍNEZ

Secretaria General de Acuerdos de la Sala Superior

del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí
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